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Artículo 64. Deber de confidencialidad y reserva.

Todos los profesionales que intervengan en el ámbito
de la presente Ley, dependientes del órgano adminis-
trativo competente en la materia o de otras entidades
públicas o privadas con las cuales este órgano haya esta-
blecido convenios o acuerdos de colaboración, tienen
el deber de mantener la reserva oportuna de la infor-
mación que obtengan en relación con los menores y
los jóvenes en el ejercicio de sus funciones, y de no
facilitarla a personas ajenas a la intervención.

Disposición adicional única.

Los profesionales que cuando entre en vigor la pre-
sente Ley mantengan una relación laboral con la Admi-
nistración de la Generalidad y presten servicios en los
centros de menores, a los equipos de aplicación de medi-
das en medio abierto y a los equipos de asesoramiento
técnico y de mediación, pueden continuar prestándolos
en los centros y en los equipos respectivos aunque no
tengan la titulación requerida por los artículos 11 y 18.1
de la presente Ley, sin perjuicio de la movilidad funcional
que se pueda producir como consecuencia de las nece-
sidades del servicio con aplicación de la legislación vigen-
te en la materia.

Disposición derogatoria única.

En la fecha de entrada en vigor de la presente Ley
quedan derogadas todas las disposiciones que se le
opongan o la contradigan, y expresamente la Ley
11/1985, de 13 de junio, de protección de menores,
modificada por la Ley 12/1988, de 21 de noviembre,
salvo el título V, dedicado a la prevención de la delin-
cuencia infantil y juvenil.

Disposición final primera. Habilitación.

Quedan habilitados el Gobierno y el consejero com-
petente en la materia para que dicten las disposiciones
reglamentarias para el desarrollo, la ejecución y la apli-
cación de la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entra en vigor el día siguiente de
su publicación en el «Diario Oficial de la Generalidad
de Cataluña».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 31 de diciembre de 2001.

JORDI PUJOL,
Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña»
número 3553, de 15 de enero de 2002)

2514 LEY 28/2001, de 31 de diciembre, de regu-
lación de los créditos destinados a gastos
reservados de la Administración de la Gene-
ralidad de Cataluña.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y

de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 28/2001, de 31 de diciembre, de Regulación
de los Créditos Destinados a Gastos Reservados de la
Administración de la Generalidad de Cataluña.

PREÁMBULO

La Policía de la Generalidad-Mozos de Escuadra, en
virtud de su carácter de policía ordinaria e integral, de
acuerdo con el artículo 5 de la Ley 10/1994, de 11
de julio, de la Policía de la Generalidad-Mozos de Escua-
dra, amplía su ámbito de actuación a todo el territorio
de Cataluña, ya que va asumiendo gradualmente las fun-
ciones de seguridad ciudadana y orden público que
corresponden a las fuerzas y cuerpos de seguridad del
Estado.

Asimismo, la protección, de acuerdo con el ordena-
miento jurídico, de la libertad y seguridad de la ciuda-
danía, así como la prevención, investigación y represión
de las nuevas formas de criminalidad, obligan a acordar
el carácter confidencial de determinadas actividades y
operaciones policiales y la necesidad de dotar unos cré-
ditos presupuestarios de carácter reservado destinados
a su financiación.

La presente Ley determina, en el ámbito de la Admi-
nistración de la Generalidad, las características, el régi-
men de utilización presupuestario y el control económico
de los créditos destinados a gastos reservados consig-
nados en los presupuestos de la Generalidad, así como
las autoridades que pueden disponer de los mismos,
respetando a los principios básicos del Estado de dere-
cho.

La Ley, dadas las características especiales de estos
créditos, establece un control parlamentario de su apli-
cación y utilización, mediante una comisión específica.

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de
la utilización y control de los créditos destinados a gastos
reservados consignados en los presupuestos de la Gene-
ralidad.

Artículo 2. Características.

1. Tienen la consideración de gastos reservados los
créditos consignados con este carácter en el estado de
gastos de los correspondientes presupuestos de la Gene-
ralidad.

2. Dichos créditos deben ser destinados a sufragar
las necesidades de actuación policial para garantizar la
seguridad y las actuaciones y operaciones relativas a
la prevención y represión de la criminalidad y la inves-
tigación de los delitos. En caso alguno pueden destinarse
a retribuir gastos de personal al servicio de la Admi-
nistración de la Generalidad.

3. Los gastos reservados quedan sometidos a la pro-
hibición de publicidad y al sistema de justificación y con-
troles específicos establecidos en la presente Ley.

4. Toda información relativa a los créditos destina-
dos a gastos reservados y a su utilización tiene carácter
secreto. En consecuencia, las autoridades y el personal
al servicio de la Administración de la Generalidad que
tengan acceso a dicha información están obligados a
guardar secreto total.
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Artículo 3. Régimen de utilización.

1. Corresponden al Consejero o Consejera de Inte-
rior las siguientes atribuciones:

a) Establecer las directivas internas y los adecuados
procedimientos internos de control adecuados, previo
informe de la Intervención General de la Generalidad,
para garantizar que la autoridad competente de la Admi-
nistración de la Generalidad a la que se asigne la uti-
lización de gastos reservados únicamente haga uso de
los mismos para financiar las actividades y operaciones
a que se hace referencia en el artículo 2.2. Una vez
aprobadas las directivas y procedimientos citados, deben
remitirse a la comisión a que se hace referencia en el
artículo 5.

b) Establecer el resto de autoridades competentes
para determinar las actuaciones y operaciones a financiar
con cargo a los créditos destinados a gastos reservados.

2. Periódicamente, el Consejero o Consejera de Inte-
rior ha de informar al Presidente de la Generalidad sobre
la utilización de los créditos para gastos reservados que
hayan sido consignados.

Artículo 4. Régimen presupuestario y control econó-
mico.

1. Los créditos destinados a gastos reservados
deben consignarse específicamente para cada ejercicio
económico en la Ley de Presupuestos de la Generalidad
y exclusivamente en el estado de gastos de la sección
presupuestaria del Departamento de Interior.

2. Toda modificación presupuestaria que implique
un incremento en relación con los créditos destinados
a gastos reservados debe ser autorizada por el Parla-
mento, previa propuesta del Gobierno y con el informe
previo de la comisión a que se hace referencia en el
artículo 5.

3. La ejecución, justificación y control de los gastos
reservados no están sujetos a la normativa general vigen-
te en materia presupuestaria. Asimismo, la autorización
y disposición de los gastos reservados, así como el reco-
nocimiento de la obligación y la propuesta de pago, no
requieren justificación documental alguna.

4. Debe justificarse con un documento interno el
importe que en cada ocasión se retire del fondo integrado
por los créditos destinados a gastos reservados. En dicho
documento debe constar también la persona que lo
autorice.

5. Los pagos que efectúe la Tesorería con cargo
a estos créditos deben realizarse a solicitud del Consejero
o Consejera de Interior a nombre de la persona habilitada
que designe y para ingresar en la cuenta que asimismo
dicho Consejero o Consejera determine. Pueden dispo-
ner de las cantidades ingresadas en esta cuenta el Con-
sejero o Consejera de Interior y las autoridades que éste
designe expresamente.

Artículo 5. Régimen de control parlamentario.

1. El control de la aplicación y la utilización de los
fondos con cargo a los créditos destinados a gastos reser-
vados corresponde al Parlamento, a través de la comisión
específica que se constituya con esta finalidad, que debe
estar formada por el Presidente o Presidenta del Par-
lamento y por un Diputado o Diputada en representación
de cada grupo parlamentario.

2. El Consejero o Consejera de Interior debe infor-
mar semestralmente ante la comisión específica, y siem-
pre que ésta lo solicite, sobre la aplicación y utilización
de los gastos reservados en los términos establecidos
en la presente Ley. Las sesiones de esta comisión deben
tener siempre carácter secreto.

3. Los miembros de la comisión a que se hace refe-
rencia en los apartados 1 y 2 deben guardar secreto
respecto a la información de que tengan conocimiento
con relación a los gastos reservados.

4. Con periodicidad anual, atendiendo a lo dispuesto
por los artículos 2.4 y 5.3, la comisión ha de elaborar
un informe, que debe remitirse al Presidente de la Gene-
ralidad y a la Sindicatura de Cuentas.

Artículo 6. Régimen de coordinación con las investi-
gaciones judiciales.

El carácter secreto de los gastos reservados y el resto
de limitaciones establecidas por la presente Ley a la
publicidad de la utilización de los gastos en ningún caso
pueden impedir ni perjudicar la investigación judicial rela-
cionada con la gestión o la utilización de los créditos
presupuestarios regulados por la presente Ley.

Artículo 7. Declaración patrimonial.

1. El Consejero o Consejera de Interior, el Director
o Directora general de Seguridad Ciudadana y las auto-
ridades que, de acuerdo con el artículo 3.b), tienen acce-
so a la utilización de los fondos procedentes de los cré-
ditos destinados a gastos reservados, están obligados
a efectuar una declaración sobre su situación patrimonial
en el momento de tomar posesión de los cargos res-
pectivos y una declaración anual, en el período com-
prendido entre el 15 de junio y el 15 de julio.

2. Las declaraciones a que se hace referencia en
el apartado 1, que deben formalizarse ante el Presidente
del Parlamento y el Consejero o Consejera de Interior,
tienen carácter reservado y sólo pueden ser conocidas,
si procede, por los miembros de la comisión específica
a que se hace referencia en el artículo 5, sin perjuicio
de las atribuciones que corresponden a los órganos
jurisdiccionales.

Disposición transitoria primera.

Las autoridades a que se hace referencia en el artículo
7.1 deben presentar la declaración sobre su situación
patrimonial en el plazo de un mes a contar desde la
fecha de entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria segunda.

La comisión parlamentaria a que se refiere el artículo
5 se ha de constituir, a los efectos de la presente Ley,
antes de los treinta días desde la fecha de su publicación.

Disposición final.

La presente Ley entra en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 31 de diciembre de 2001.

XAVIER POMÉSI ABELLA,
Consejero de Interior

JORDI PUJOL,
Presidente

(Publicada en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya»
número 3550, de 10 de enero de 2002)


